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El criterio de interpretación pro 
persona 

A propósito de la RTC Exp. Nº 01908-2011-PA/TC 

Carlos HAKANSSON NIETO .. 

Al analizar una reciente resolución del Colegiado Constitucional, el autor 
cuestiona el tratamiento que este realiza a Ja improcedencia de los proce­
sos de garantía constitucional, especialmente cuando el demandante no 
argumenta debidamente la amenaza o afectación de sus derechos huma­
nos por la falta de delimitación de su contenido constitucionalmente pro­
tegido. En ese sentido, afirma que este contenido no puede determinarse 
de forma abstracta, sino a partir de una labor judicial inspirada en la digni­
dad humana. 

A MODO DE INTRODUCCIÓN 

La Constitución debe ser comprendida como 
un marco de protección a la persona humana, 
por eso no cabe que pueda ser perjudicada por 
un erróneo ejercicio de la interpretación judicial. 
Los principios que informan y ayudan a los jue­
ces a conocer e interpretar la Constitución al 
resolver un caso concreto, han promovido un 
desarrollo doctrinal nunca antes visto en el De­
recho Constitucional. De esta manera, gracias 
a los tribunales constitucionales, la concepción 
de la Constitución viviente cobra ventaja en el 
siglo XXI sobre la de testamento, logrando que 
la interpretación adecuada de una Carta Mag­
na no se limite a la sola aplicación de los tradi­
cionales métodos de interpretación, como si la 
Constitución fuese equiparable a una ley. 

Los principios de unidad, corrección funcional, 
fuerza normativa, pro homine, entre otros, se 
convierten en los instrumentos que permiten 
armonizar el sentido y alcance de las disposi­
ciones constitucionales sin renunciar a su ver­
dadero significado e impedir los "contrabandos 
ideológicos" que no responden a la clásica teo­
ría constitucional. Si bien una vez más Europa 
continental le puso nombre a las instituciones 
constitucionales anglosajonas, difundiéndolas 
por el mundo, los principios de interpretación 
constitucional son una producción jurispruden­
cia! de valor doctrinario que hace posible rea­
lizar en la actualidad lo que un tiempo atrás 
decían los magistrados norteamericanos y que 
repetimos: "La Constitución es lo que los jue­
ces dicen que es". 

Nota de Gaceta Ctmstit11cio11al: La RTC Exp. Nº 1908-20 l 1-PAfTC, materia del presente articulo, ha sido publicada en Ga­
,·eta Pmce.wl Co11sti111cio11al. Tomo 19, Gaceta Jurídica. Lima. julio de 2013. 

• • Docwr en Derecho (Universidad de Navarra). Profesor de Derecho Constitucional (Universidad de Piura) y Titular de Ja Cá· 
tcdra Jean Monnet (Comisión Europea). 
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En el caso materia de análisis destacamos la 
importancia de saber argumentar la presun­
ta afectación de los derechos humanos, en 
este caso de la tutela judicial efectiva. La in­
terpretación de las disposiciones constitucio­
nales tienen como centro a la persona, por 
eso no parece descabellado advertir interpre­
taciones a contrario sensu para evitar caer 
en zonas de notoria indefensión de los dere­
chos humanos en un proceso judicial. La po­
sibilidad de interponer una acción de garantía 
contra una sentencia judicial firme, que im­
plique una relativización del principio de in­
mutabilidad de la cosa juzgada, o la proce­
dencia de una acción de garantia cuando se 
amenaza o afecte el contenido constitucional­
mente protegido de un derecho constitucio­
nal, es consecuencia de que el centro del de­
recho es la persona humana y, por eso, para 
su debida promoción, debe convertirse en el 
medio por el cual esta pueda alcanzar mayo­
res grados de perfección con el fin de realizar 
un conjunto de bienes (humanos) que lo ayu­
den a solventar sus necesidades. tanto en su 
dimensión individual y social. 

Por todo lo anterior, de lo que se trata con la in­
terpretación constitucional es poner a la perso­
na humana, y su dignidad, como el fin supremo 
de la sociedad y de cualquier comunidad políti­
ca, lo que significa que toda su actividad debe 
estar orientada a realizarla y promoverla 1• 

De este modo, el principio pro homine busca 
interpretar extensivamente los derechos cons­
titucionales para darles una mayor protec­
ción2. La regla principal es que, en el caso de 
diversas interpretaciones posibles siempre se 

debe elegir la más favorable a la persona para 
promover sus derechos y libertades3. 

l. LOS ANTECEDENTES DE LA SENTEN-
CIA CONSmUCIONAL 

El Tribunal Constitucional peruano, en su ca­
lidad de máximo defensor de los derechos y 
libertades en la jurisdicción nacional, cono­
ció el recurso de agravio constitucional inter­
puesto por Don Fernando Gustavo Heinz Ru­
dolf Gerdt Tudela en contra de la resolución 
de la Sala de Derecho Constitucional y Social 
Permanente de la Corte Suprema de Justicia 
de la República, con fecha de 7 de octubre de 
20104 , que declaró infundada la demanda5• 

El recurrente interpuso una demanda de am­
paro contra el juez del Tercer Juzgado Espe­
cializado en lo Civil de la Corte Superior de 
Justicia de Arequipa, Dr. Kenneth del Car­
pio Barreda, el Banco de Crédito del Perú (en 
adelante el Banco) y la Procuraduría Públi­
ca a cargo de los asuntos judiciales del Po­
der Judicial. con el objeto de que se decla­
re la nulidad de todo lo actuado hasta antes 
de la Resolución Nº 11, de fecha 27 de agos­
to de 1998, que fuera emitida en el Exp. 
Nº 01997-00659-0-0401 -JR-Cl-04. 

El recurrente sostiene que el Banco interpu­
so una demanda de ejecución de garantias en 
su contra, con base en un pagaré declarado 
nulo por nulidad formal del título emitido por el 
Segundo Juzgado Especializado Civil de Jus­
ticia de Arequipaª, y la Segunda Sala Civil de 
la Corte Superior de la misma ciudad declaró 
fundada en parte la demanda sobre la nulidad 
del pagaré y su acto juridico mediante resolu­
ción consentida y ejecutoriada7, por lo que se 

VC:ase. l'ASTILLU l'ÚRDOVA. Lui~. "I umlamcntación lilo>ófica de los derechos humnnos: Ja persona como inicio y tin 
del Derecho··. En: P<me11eio1 Dcwrmlluduv IX Congrew Vuci1111al do! /Jc1-.·ch11 C.111.11i111ciunal. Tomo l. Aldrus, Arc4uipa. 
2008. pp. 266-279. 

:! Para los efectos pr.icticos. el prim.:ip10 ¡1m /wmi11e) el i11 duhio pm llh1•na1i1 ~on ) hu;,can lo mismo en la interpretación 
con>titu,ional de lo> dcrcdto> humano>. 

3 Sentencia del Tribunal Constitucional sobre acción de amparo interpuc>ta por don Tcodoro Sánchez Basuno contra el ft>cal 
prm mcial de pre\enciún del delito de Al>anca) f bp. ·• ()()195-:!UO:!-A\ Tl'J. H aniculo J de la Constitución peruana de 
1993 e>tabl.x_-e qu~ "11 la dcfon,a de la p.:r-<>na humana } el re-peto de 'u d1!!nidad >on el fin supremo de la sociedad ) del 
htado ... 

-1 V case fojas 289 (en concreto. cuaderno ' 2 7 ). 

5 \'case completo el fap. N" 01908-2011 PA TC: firmada solo por sd~ de Jus sktc rnagii.trados que componen el Tribunal 
l'on,titucional. en el cual hcmo> ..:urnrli<lo en resumir los hechos pura cornmJiJad del le.:tor y fines del presente traliajo. 

t> Véase el bp. N" 002 J 7-'17- 2 JC. 
7 Véase d fap. Nº 02002-202 1. 
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debió disponer una medida cautelar de no in­
novar, porque en el proceso se está solicitan­
do rematar otro bien de su propiedad a pesar 
de que no existe saldo deudor. 

El demandante sostuvo, además, la inexis­
tencia de un titulo de ejecución cierto, ex­
preso y exigible, pese a lo cual el Banco, de­
mandado para acreditar la existencia de la 
obligación principal, presentó nuevamente 
el pagaré que sirve de base para la liquida­
ción del saldo deudor reclamado, admitiéndo­
se como válido un titulo valor (pagaré) que 
nunca tuvo existencia legal, por lo que debe 
declararse la nulidad de todo lo actuado has­
ta antes de la presentación del pagaré nulo y 
con objeto ilícito. Por todo lo anterior, el de­
mandante argumentó que se estaban vulne­
rando los derechos constitucionales al debido 
proceso y la tutela jurisdiccional efectiva. de 
defensa y de propiedad. 

La Procuraduría Pública solicitó que la de­
manda sea declarada improcedente, expre­
sando que no se han vulnerado los derechos 
constitucionales alegados. que el proceso ha 
sido llevado de forma regular, no siendo posi­
ble que los procesos constitucionales actúen 
como una instancia superior a lo ya resuelto 
por la vía ordinaria. El Banco contesta la de­
manda aduciendo que el proceso cuestiona­
do ha sido tramitado conforme a las normas 
que garantizan el debido proceso, pues se ha 
establecido el saldo deudor en mérito a otros 
documentos presentados, contrariamente a lo 
manifestado por el recurrente, por lo que la de­
manda debe ser desestimada. 

El pasado 30 de octubre de 2009 la Tercera 
Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de 
Arequipa declaró infundada la demanda, con­
siderando que la deuda fue debidamente acre­
ditada por otros documentos distintos del pa­
garé, por lo que la nulidad de dicho título valor 
no afecta la obligaciónª; consecuentemente, 
el proceso ha sido llevado a cabo respetan­
do los derechos al debido proceso y derecho 
de defensa del demandante. La Sala de De­
recho Constitucional y Social Permanente de 

li 1 éa<oc .. el saldo deudor··. 
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la Corte Suprema de Justicia de la República 
confirmó la apelación estimando que el pro­
ceso ha sido llevado a cabo de forma regular. 
y que no evidencia ninguna afectación de los 
derechos invocados, agregando que el ampa­
ro no puede ser utilizado como una instancia 
superior que pueda revisar nuevamente lo que 
fuera en su momento objeto de análisis en la 
jurisdicción ordinaria. 

Luego de la exposición de los hechos desta­
camos dos temas que son dignos de análisis . 
El primero es el relativo a la improcedencia 
de los procesos de garantía constitucional, 
especialmente cuando el demandante no 
argumenta debidamente que sus derechos 
están siendo amenazados o conculcados 
gracias a una adecuada delimitación del con­
tenido constitucionalmente protegido de los 
derechos humanos; por otro lado, el caso nos 
pone en una interrogante que se encuentra 
más allá del caso en cuestión; en concreto, si 
es posible una revisión judicial de las senten­
cias firmes y posteriormente, si fuese el caso, 
señalar los requisitos que permitan levantar 
la aplicación del principio de inmutabilidad de 
la cosa juzgada. 

ll. LA AUSENCIA DE UNA AFECTACIÓN 
AL CONTENIDO DE LOS DERECHOS 
HUMANOS COMO CAUSAL DE IM­
PROCEDENCIA 

La demanda de amparo tiene la finalidad de 
declarar la nulidad todo lo actuado hasta antes 
de la expedición de la Resolución Nº 11. de fe­
cha 27 de agosto de 1998, en el proceso so­
bre ejecución de garantía seguido por el Ban­
co en contra del demandante. En ese sentido, 
el recurrente sostiene que en dicho proceso se 
le requiere el pago del saldo deudor derivado 
del incumplimiento en el pago de cuotas, a ra­
zón de una serie de lineas de crédito otorga­
das debidamente garantizadas con hipotecas 
inscritas, admitiéndose un pagaré nulo y sin 
objeto lícito, lo cual afecta sus derechos al de­
bido proceso, a la tutela jurisdiccional efectiva 
y a la cosa juzgada. 
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o por lo dispuesto en la sentencia ejecutoriada 
en el proceso 2002-2021 (nulidad de acto jurídi­
co) mediante la cual se declaró la nulidad del pa­
garé como acto juridico. Debe precisarse, ade­
más, que estas circunstancias no modifican la 
fundamentación de lo resuelto en el proceso 
ahora cuestionado, pues de ellas se desprende 
que no se ha invalidado el acto originario de la 
deuda (préstamo), cuestión que evidentemente 
quedó a salvo según se aprecia en el proceso 
sobre nulidad de acto jurídico (páginas 4 a 23), 
al desestimarse el pedido sobre la declaración 
de ínejecutabilidad permanente de las obligacio­
nes primitivas originarias, habiéndose tenido en 
cuenta el reconocimiento por parte del recurren­
te de la suma contenida en el pagaré. 

De acuerdo con los argumentos del Tribunal 
Constitucional como máximo garante de los 
derechos y libertades en el ámbito nacional, la 
demanda de amparo no ha acreditado Ja vul­
neración de los derechos constitucionales ale­
gados; es decir, estaría incursa en el inciso 1 
del artículo 5 del Código Procesal Constitu­
cional, que establece como una causal de im­
procedencia de las acciones de garantía que 
"[los] hechos y el petitorio de la demanda no 
están referidos en forma directa al contenido 
constitucionalmente protegido del derecho in­
vocado9". El Código Procesal Consti tucional 

jeto a interpretación. En otras 
palabras, la administración de justicia no po­
dría ofrecer una adecuada protección a Jos de­
rechos fundamentales de sus ciudadanos si 
de manera abstracta el contenido de cada de­
recho se encontrara ya definido en la jurispru­
dencia de sus tribunales, con carácter inmu­
table, para la solución de todos los casos por 
igual con idénticos resultados, como si se tra­
tase de una fórmula química. 

Los jueces no pueden realizar una tarea me­
cánica dado que ningún caso judicial es igual a 
otro; por eso, en la medida en que el trabajo de 
los miembros del Tribunal cumplan con su fun­
ción de ser el último garante de los derechos 
en la jurisdicción nacional, se podrá enrique­
cer progresivamente fas pautas de interpreta­
ción para descubrir el contenido de los dere­
chos fundamentales en cada caso concreto. 
No olvidemos que la determinación del conte­
nido constitucional de los derechos no se rea­
liza de modo alguno mediante un ejercicio se­
mántico de Jo que significan las palabras de la 
Constitución, sino más bien a partir de la na­
turaleza humana y su dignidad única e inmu­
table. Ello se convierte en algo muy cercano a 
"un mar sin orillas" para descubrir el conteni­
do de los derechos fundamentales a través de 
cada caso judicial, pero siempre como un con­
cepto de carácter abierto1º. 

9 Pe'c a 1r:11ar.c de un cnnccpto 'urgido de la' .:on,1i1uciones moderna,. la Cana peruana m> lo reco¿e nprc,amcmc. sah o d 
fallido in1cn10 de rl'fonna IOl•tl del (ongrc,o. 4uc lo incorporó en 'u aniculo 51 en iguale' tcnninos que la C1m,1i1u.:ión C>· 
pañola de 1978. La dc1erminación dd comenido c:.1:ncial de los derecho:. humanos en el Derecho peruano 'e ha producido 
desde la iuri>prudenc ia del 1 ribuna l Con~1iruciom1I. 

1 O En e-ic \c111iclo. \'ease TOLLL:R. Fernando ... Resolución de los conllic1os enlre derecho' fundamentales'". h1: AA. VV: lu 
i111erpre1acicí11 co11.11i111t ;,,,,,,¡, lomo 11. Edi1orial Pornia. /\k\ico. 111115. p. l'.:53. 
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m. LA COSA JUZGADA COMO PRINCIPIO 
NO ABSOLUTO 

El Tribunal Constitucional consideró que las 
resoluciones dictadas en el proceso de ejecu­
ción de garantías. incoado contra el recurren­
te, no desconocen la calidad de cosa juzgada 
de lo resuelto mediante la Resolución Nº 014-
97, cuyo pedido lo constituia una suma distin­
ta al saldo deudor ahora reclamado, así como 
lo decidido en el proceso 2002-2021, por las 
razones expuestas. De esta manera, cabe re­
saltar que este Tribunal tiene opinión sobre los 
presuntos agravios que motivan el pronuncia­
miento, pues mediante la causa signada con el 
Exp. Nº 06759-2006-PA/TC se declaró infun­
dada la demanda de amparo por considerarse 
que: "(A] su vez, este Tribunal observa que el 
mandato de ejecución referido no se susten­
ta en el pagaré mencionado, sino en el dicta­
men pericial que estableció el saldo deudor de 
las obligaciones garantizadas por el r~curre~­
te a favor del Banco ejecutante a traves de hi­
potecas inscritas en el registro de propiedad 

inmueble( ... )". 

Finalmente, vemos que de los actuados no 
se ha acreditado la vulneración de los dere­
chos constitucionales; sin embargo, de acuer­

do con lo pronunciado por el Máximo Intérpre­
te de la Constitución, consideró de aplicación 
el articulo 6 del Código Procesal Constitucio­
nal, el cual establece que "[e]n los procesos 
constitucionales solo adquiere la autoridad de 
cosa juzgada la decisión final que se pronun­
cie por el fondo"; en consecuencia, el Tribunal 
desestimó la demanda declarando su impro­
cedencia 11. Al respecto, habría que decir que 
la naturaleza del artículo 6 del citado código 
no debe interpretarse de modo que la institu­
ción procesal sea el "muro de contención" de 
la jurisdicción de la libertad (hábeas corpus, 
habeas data y amparo) gracias al carácter in­
mutable de la cosa juzgada, porque se trataría 
de un juicio que nos conduciría a admitir que 

existen zonas de indefensión ante la amena­
za o vulneración de los derechos humanos en 
una sociedad democrática. Por eso, la pregun­
ta que podríamos formularnos es: ¿Las sen­
tencias firmes en los procesos constituciona­
les gozan del principio de inmutabilidad que es 
propio del estado de cosa juzgada? Para con­
testarla, debemos tener claridad en decir que 
si los jueces no han observado la razón sufi­
ciente de los argumentos constitucionales en 
un caso concreto, o no han seguido las reglas 
jurídico constitucionales establecidas en los 
precedentes vinculantes del Tribunal Constitu­
cional, nos encontramos ante la necesidad de 
cuestionar y, en su caso, invalidar las senten­
cias que la judicatura haya pronunciado erró­
nea y reiteradamente en materia de derechos 

fundamentales12
• 

El desarrollo y expansión del Derecho Consti­
tucional iberoamericano se debe en gran me­
dida al despertar de su jurisdicción constitu­
cional, entendida ampliamente tanto para las 
soluciones a los procesos relativos la liber­

tad, la supremacía constitucional y la solu­

ción de conflictos competenciales entre órga­

nos estatales; por eso, en esa misma línea, 

no podría sonar descabellado decir que la 
institución o estado de cosa juzgada no es 
absoluto, que también posee límites, frenos 
que guardan relación directa con la afecta­
ción a los derechos humanos. El artículo 6 
del Código Procesal Constitucional parte de 
dos supuestos: el primero, si la sentencia ju­
dicial constituye una decisión final y, en se­
gundo lugar, si se trata de un pronunciamien­
to sobre los temas de fondo. En ese sentido, 
debemos recordar que la inmutabilidad de la 
cosa juzgada es válida si ha respetado los 
principios que iluminan judicialmente el debi­
do proceso, es decir, un procedimiento en el 
que se hayan respetado los derechos proce­
sales constitucionales 13

• 

11 Wosc d aniculo ti ud Código Procc,al Consti tucinnal peruano. 
11 CAS 11 LLO CÓRDOVA, Luis. t:I fr1h111wl Com1i111c1111wl peruano .1· "'dinámica j11rivpruJe11ci11I. Porrúa. IMOPC. N" n. 

Mcxico. 200~. pp. 211-212. 
13 \ ~ihC el hp.' IHlr''l-1997-.\ \ Tt de 12 d..- Julin de 1999. 

GACETA CONSmUaONAL Nº 67 107 



fJNÁUSIS CONSITTUCIONAL Y PROCESAL CONSITTUCIONAL - -------

De modo similar a lo anterior, si la judicatu­
ra, en una resolución de segundo grado, no 
ha aplicado los precedentes vinculantes del 
Tribunal Constitucional en un caso concre­
to, nos encontraríamos ante un ejercicio irre­
gular del debido proceso; pero más todavía, 
si el propio Tribunal Constitucional no obser­
vase sus propios precedentes, o si respetán­
dolos no guardan conformidad con los princi­
pios que inspiran la separación de funciones 
y las libertades, corresponderá a las instan­
cias supranacionales para la defensa de los 
derechos humanos la tarea de declarar la 
inconstitucionalidad de una resolución en la 
que tampoco rige el principio de inmutabilidad 
de la cosa juzgada14

. 

La figura conocida del "amparo contra amp~­
ro" es el mecanismo indicado para poder .ini­
ciar un proceso constitucional, esta consiste 
en la presentación de una demanda de ampa­
ro contra las sentencias firmes que han sido 
emanadas de un proceso constitucional igual­
mente de amparo, o de cumplimiento.' Y que 
hayan vulnerado los principios del debido pro­
ceso. El articulo 4 del Código Procesal Cons­
titucional establece que por medio de una de­
manda de hábeas corpus, o amparo, se puede 
cuestionar la sentencia firme de otro proceso 
constitucional que ha sido tramitado sin obser­
vancia al debido proceso15. 

Un segundo mecanismo existente contra las 
resoluciones judiciales emanadas de un pro­
cedimiento irregular se encontraría el llamado 
proceso competencial; es decir, se trata de un 
proceso constitucional reconocido en la Cons­
titución de 1993 y en el Código Procesal Cons­
titucional16, con lo cual existe el instrumento 

procesal establecido en la Constitución, o la 
ley, que permita observar la constitucionalidad 
de las sentencias judiciales firmes. La doctrina 
ha señalado, para este caso, el llamado con­
flicto constitucional por menoscabo, producido 
cuando una de las competencias de un órga­
no reconocido en la Constitución viene sien­
do ejercida por otro órgano del mismo recono­
cimiento constitucional, afectándolo de modo 
negativo. 

Al realizar su labor de interpretación, el juez 
no puede desvirtuar las funciones y compe­
tencias que el constituyente ha asignado 
para cada uno de los órganos constituciona­
les, de modo tal que el respeto de los dere­
chos fundamentales siempre se encuentre 
garantizado. En esta llne.~ , el Tri.bu~~' Consti­
tucional nos dice que el ( ... ) pnnc1p10 de co­
rrección funcional, ( ... ) exige al Tribunal Y al 
juez constitucional que, al . r~al izar su la~or 
de interpretación, no desv1rtuen .las funcio­
nes y competencias que el c~nst1tuyente h~ 
asignado a cada uno de los orga~os . c~nst1-
tucionales. de modo tal que el equ1hbno ~ n.he­
rente al Estado Constitucional y Democrat1co, 
como presupuesto del respeto de los dere­
chos fundamentales, se encuentre plenamen­
te garantizado"17• 

El principio de corrección funcional, también 
conocido como conformidad funcional, restrin­
ge las competencias y potestades otorgadas 
por la Constitución a las instituciones políticas 
que reconoce. El principio de corrección fun­
cional se sustenta en la teoría de la separa­
ción de poderes, ya que su aplicación se en­
cuentra más cercana a las instituciones que 
conforman la llamada parte orgánica de una 

14 El Tribunal Constitucional por m~diu de su~ ~cntencias puede disponer de manera excepcional la aplicación del precedente 
vinculante para que cambie, u sustituya. uno anterior y para que rija de manera diferida en r.llún a la seguridad jurídica. El 
llamado ¡um¡u•ctil't.> tll'l!trul i11g entonces es una técnica que se propone no afectar en modo brusco la vinculación al prccc· 
denle anterior. sino más bien propiciar un periodo de adecuación al nuevo precedente constitucional. Si desde un punto de 
vista formal el precedente vinculante es lo que el Tribunal estable.ce expresament: en ~us sentcncim.: dcbc1~1i» rcalir!11ar la 
\ oluntad del ~lá\imo Interprete de la Constitución para que este msututo sea ut1h1ado .;on prudcncra > baJo dctcnnmado> 
limites: por ejemplo. que la ra~ones sulicicntes. por su relación directa con la so.lu~ión del caoo.,solo >can matcrra d~ un pre­
cedente, inculante: ) d rmpedimento para imponer como precedente una regla Jurrdrca como' rnculante cuando la mterpre­
rnción con~titucional admite ot~ opciones de solución. 

15 Véase. CASTILLO CÚRDOVA. El Tribunul Co11s1i111cio11al peniuno y <11 t.lmúnricaj11mpr11dc11r10. Ob. cu .. p.:? 14. 
16 Véanse el aniculo :?OO. inci>o 3. de la Constitucion de 1993 y los aniculos JO<) a 113 del Código Procesal Conl>litucional. 
17 Cfr. STC F\p. l\•os1s6-:?(1()6.PA. ff. _ij. 17-~I. 

Constitución. En 
promueve el resi: 
das por la Carta f 
lítica evitando a 
lado, también 1r 
rrada, literal, y 



z........-stJtución, o la 
::stitucionalidad 
- es La doctrina 

:- ramado con­
~;:ccwo. producido 

"' de un órga-

~=s y compe­
-a asignado 

::oristituciona­
= :le los dere-
se encuentre 

--::Jnal Consti­
~-:::1pio de co­
- - 'lbunal y al 

.::ar su labor 

--- - - --- ----------- - -ANÁLISIS Y CRÍTICA 

Constitución. En otras palabras, el princ1p10 
promueve el respeto a las funciones reserva­
das por la Carta Magna a cada institución po­
lítica evitando la invasión de otra y, por otro 
lado, también impide la interpretación ce­
rrada, literal, y pensar que una institución 
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constitucional (Congreso, Presidencia de la 
República, Jurado Nacional de Elecciones, 
Consejo Nacional de la Magistratura, entre 
otras) pueda ejercer una atribución con ca­
rácter absoluto trae como resultado la afecta­
ción de los derechos humanos. 
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